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Mediante escrito de 5 de mayo de 2016, el Colegio Notarial de Andalucía formula consulta ante esta Dirección General conforme a lo dispuesto en el artículo 70 del Reglamento Notarial, a instancia del Notario de Atarfe (Granada), don Juan Antonio García Amezcua, en relación con los contratos de gestión de pagos, conocidos con el nombre de confirming, cuando en su texto no figura referencia a la cuantía de los pagos que se canalizarán por su medio, ni al montante del crédito que, en su caso, vaya a conceder la entidad financiera a su cliente para tal fin. Partiendo de la base de que en este tipo de operaciones siempre existe un límite cuantificable, aunque no conste en el documento, plantea en su escrito cuatro cuestiones:

 a) si la negativa a intervenir este tipo de pólizas puede considerarse injustificada a los efectos previstos en el artículo 2 de la Ley del Notariado;

 b) su incidencia al tiempo de calificar las facultades representativas de los intervinientes;

 c) las implicaciones que puede tener en materia de prevención del blanqueo de capitales; y 

d) la consideración arancelaria que debe otorgárseles.

                                        FUNDAMENTOS DE DERECHO

         Vistos, el  Real Decreto 1426/1.989 de 17 de noviembre por el que se aprueba el Arancel de los Notarios; los artículos 1.218 y 1.527 del Código Civil, 347 del Código de Comercio y 517 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; y entre otras las Resoluciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado de 27 de abril de 2010 y 16 de octubre de 2013.

          Primero.- El vigente arancel notarial, aprobado por Real Decreto 1426/1989, de 17 de noviembre, distingue para su aplicación entre documentos de cuantía y documentos sin cuantía. El criterio diferencial entre ambas clases de documentos se halla recogido en las reglas tercera y carta de sus normas generales de aplicación. Con arreglo a la primera de ellas «se considerarán instrumentos públicos sin cuantía aquellos en que ésta no se determine ni fuere determinable, y aquellos otros en que, aun expresándose, ésta no constituya el objeto del acto jurídico contenido en el instrumento»; y conforme a la segunda, se reputarán de cuantía «aquellos en que ésta se determine o sea determinable, o estén sujetos por su contenido a los Impuestos sobre Sucesiones y Donaciones, Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, sobre el Valor Añadido o cualquier otro que determina la legislación fiscal», añadiendo en el apartado 2 que «para la determinación de los conceptos que contengan los documentos autorizados se atenderá a las normas sustantivas y a las fiscales».

            Sobre la vertiente sustantiva de la distinción, tiene declarado este Centro Directivo que los documentos de cuantía «son susceptibles de producir por sí mismos consecuencias jurídicas, siendo éstas determinadas o determinables y evaluables» (Resoluciones de 27 de abril de 2010 y 16 de octubre de 2013), que «cualquier documento contractual o cualquier manifestación de voluntad únicamente tienen entidad y sentido jurídico en relación con su significado, es decir, no en relación con su soporte físico sino en relación con su objeto o contenido, que es al  que han de referirse cualesquiera consideraciones acerca de sus efectos y su carácter valuable o no» (Resolución de 16 de octubre de 2013), y que «los derechos arancelarios del Notario autorizante se regulan por los efectos del documento autorizado» (Resolución de 27 de abril de 2010).

     Con esta perspectiva, la cuestión planteada requiere examinar el contenido negocial del tipo de documentos a que se refiere.

    Segundo.- De la lectura de los formularios de confirming en los que no se expresa cuantía alguna, cabe destacar las siguientes características:

a) El cliente de la entidad financiera no se compromete, ni total ni parcialmente, a canalizar el pago a sus proveedores a través del sistema de confirming.

b) A grandes rasgos, en el clausulado pueden distinguirse tres tipos de pactos: los referentes al mecanismo operativo de la gestión de pago a proveedores en general; los que contemplan la posibilidad de que la entidad anticipe a su cliente los fondos para el pago (financiación directa); y las atinentes a la posibilidad de que la entidad compre a algún proveedor el crédito derivado de algunas facturas (financiación indirecta a su cliente).

c) La comunicación de facturas de proveedores a la entidad financiera no comporta la asunción de compromiso alguno frente a ellos por parte de ésta, sino que el pago queda condicionado a la previa provisión de fondos por parte del cliente. 

d) No obstante lo anterior, se contempla la posibilidad de que la entidad financiera pueda anticipar a su cliente los fondos para realizar el pago de las facturas a su vencimiento, aunque sin asumir obligación alguna en tal sentido. Para los casos en que la entidad hubiera accedido voluntariamente a realizar el anticipo indicado, se prevé en el clausulado el plazo máximo de vencimiento, así como las contraprestaciones que habrá de satisfacer el cliente, tales como comisiones e intereses ordinarios (por remisión a un índice de referencia más un diferencial) y moratorios. En la medida en que estos anticipos no suponen la ejecución de una previa concesión de disponibilidad por parte de la entidad financiera, no se fija límite alguno al montante de fondos que puede anticiparse por este procedimiento.

e) Pese a que la entidad financiera no asume compromiso de pago alguno frente a los proveedores, expresamente se reserva la facultad de adquirir, con anterioridad a su vencimiento, los créditos derivados de las facturas cuyo pago le haya sido encomendado por el cliente, en las condiciones que libremente convenga con cada proveedor. Para fortalecer la posición acreedora obtenida por este procedimiento, aparte de la notificación al cliente a los efectos previstos en los artículos 1.527 del Código Civil y 347 del Código de Comercio, y de la previsión contractual de que comunicación de una remesa de facturas a la entidad financiera implica el reconocimiento incondicional de la procedencia de las mismas y de los pagos a realizar a los proveedores, el cliente se obliga, respecto de los créditos que hayan sido adquiridos por aquélla, a no pactar modificaciones ni conceder bonificaciones sobre las facturas sin su autorización.

f) Los acuerdos así documentados tienen una vigencia indefinida, si bien se prevé su posible resolución por denuncia unilateral, normalmente con un plazo de preaviso.

De las características expuestas se desprende que los convenios así conformados no generan directamente obligaciones para las partes, sino que se limitan a establecer las reglas a las que se someterán las operaciones futuras comprendidas en su objeto, en caso de que lleguen a celebrarse, siempre que del acuerdo mediante el que se concluyan no se desprenda la exclusión o modificación singular, total o parcial, del esquema regulador previsto con vocación de generalidad. En síntesis, su contenido negocial es el propio de la figura jurídica conocida en la doctrina con los nombres de «contrato normativo» o «contrato marco», cuya misión consiste en fijar el régimen común a que se encontrarán sometidas las operaciones comprendidas en su objeto que eventualmente concierten las partes que lo suscriben.

No puede sostenerse en modo alguno que la suscripción de los documentos confeccionados en los términos indicados entrañe una apertura de crédito disponible mediante anticipo de facturas de proveedores, pues no se fija un límite de disponibilidad, elemento esencial de este tipo de contratos, y se establece expresamente la necesidad de consentimiento de la entidad financiera para cada anticipo que el cliente solicite.

Por análogas razones, tampoco puede considerarse que el contrato normativo constituya por sí mismo un título ejecutivo de los contemplados en los apartados 4º y 5º del artículo 517 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. Como ha señalado la doctrina, la atribución legal de virtualidad ejecutiva a determinados títulos extrajudiciales se fundamenta en la circunstancia de que llevan incorporada una presunción de responsabilidad, conjetura legal que descansa en dos cualidades, una de índole formal, explícita, y otra de carácter material, implícita. La de índole formal consiste en la presunción de que el documento ha sido suscrito y consentido por los titulares de los patrimonios afectados, o sus apoderados con facultades bastantes (artículo 1.218 del Código Civil); la de naturaleza material, referida al contenido del documento público, se contrae a la necesidad de que sus términos se adecúen a la estructura del modelo de pretensión llamada a satisfacer en los procedimientos de ejecución dineraria, y que se concreta no sólo en la identificación de los sujetos legitimados activa y pasivamente, sino también en la determinación de la relación o relaciones jurídicas específicas cuyo desenvolvimiento pueda haber generado la deuda objeto de reclamación, así como sus condiciones de exigibilidad y liquidez; en síntesis, la causa de la reclamación. El examen de las previsiones contenidas en los formularios a que se refiere la consulta revela que en ninguna de ellas se incluye la causa en virtud de la cual pueda derivarse una presunción de responsabilidad, limitándose a reseñar las relaciones jurídicas que eventualmente podrían originar una deuda, si llegaran a concluirse, y que tan sólo constituyen el presupuesto sobre el que pueden actuar sus concretas disposiciones, completando el contenido negocial de aquéllas; en definitiva, simplemente documentan ciertos aspectos de las relaciones a que afecta, pero no las relaciones mismas, cuyo nacimiento requerirá de un nuevo acuerdo de voluntades, de manera que su función en un procedimiento de ejecución dineraria será la de complementar el título ejecutivo, mas no la de constituirlo, puesto que su contenido no cumple los requisitos materiales para fundar la acción ejecutiva. Por tanto, para poder reclamar en un procedimiento de ejecución dineraria el cumplimiento de las obligaciones afectadas por convenios del tipo examinado será necesario que se acompañen, como integrantes del propio título ejecutivo, los documentos en que conste la causa de las mismas, documentos que, además de reunir los requisitos materiales o de contenido precisos para fundar la acción, habrán de gozar de las mismas garantías de procedencia legitimadora.

          Tercero.- Sentado lo anterior, y en función de las consideraciones expuestas, puede darse respuesta a las cuestiones planteadas en la consulta.

          Sobre la eventual justificación de una negativa a autorizar o intervenir escrituras o pólizas del tipo a que se refiere la consulta, no se encuentra motivo alguno de antijuridicidad que permita excusar la prestación del servicio por la circunstancia de que el contenido negocial sea el propio de un contrato normativo.

           En cuanto a la incidencia de la falta de cuantía en la calificación de las facultades representativas de los apoderados que las tienen limitadas por razón del importe, debe tenerse en cuenta que el otorgamiento de este tipo de contratos no entraña la asunción de ninguna obligación evaluable en términos monetarios para ninguna de las partes; la aceptación de riesgos o compromisos monetarios se producirá con la realización de las concretas operaciones afectadas por el documento, particularmente en la realización de anticipos y en la compra de créditos, que precisan de un consentimiento independiente.

           En relación con las implicaciones en materia de prevención de blanqueo de capitales, no parece que concurra alguna circunstancia específica que obligue a adoptar medidas singulares en este tipo de contratos.

    Finalmente, en cuanto a su consideración arancelaria, entiende este Centro Directivo que los contratos del tipo a que se refiere la consulta son documentos sin cuantía.

          Por cuanto antecede esta Dirección General acuerda, en los términos de los precedentes fundamentos de derecho, que procede resolver la consulta formulada por la Junta Directiva del Ilustre Colegio Notarial de Andalucía.

EL DIRECTOR GENERAL,

Francisco Javier Gómez Gálligo
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